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ASUNTO: ACCIÓN DE REVISIÓN  

ACCIONANTE: FISCAL 12 ESPECIALIZADO DE LA UNIDAD NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS Y D.H.I. 

ACCIONADO: FISCALÍA 10 SECCIONAL DE PEREIRA 

ASUNTO: ADMITE ACCIÓN DE REVISIÓN

REVISIÓN CONTRA RESOLUCIÓN DE PRECLUSIÓN/ Admisión de la demanda de revisión al sustentarse en pruebas nuevas 

la demanda de revisión contiene un pronunciamento expreso del delegado de la FGN basado en los testimonios antes citados, que lo lleva a considerar: i) que el homicidio del señor Norbelio de J. Quebrada constituyó una grave violación de los Derechos Humanos; y ii) que lo dicho por los testigos antes citados constituye prueba ex novo, para efectos de (…) dejar sin efectos, por vía de acción de revisión, la resolución de la  Fiscalia 10 seccional de Pereira del 10 de noviembre de 2010 (…) por el delito de homicidio, con lo cual se reuniría el requisito de admisibilidad de la demanda de revisión propuesta.”
Citas: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencias de 11 de septiembre de 2013 -rad. 40534- y del 22 de diciembre de 2014 –rad. 48896-.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL UNITARIA 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dieciséis (16) de mayo de dos mil dieciséis (2016)
Acta No. 428 
Hora: 3:30 p.m. 
1. ANTECEDENTES
Se pronuncia la Sala sobre la admisión de la nueva acción de revisión instaurada por el doctor Sergio Gómez Hernández en su calidad de Fiscal 12 Especializado de la Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, en contra de la resolución del 3 de noviembre de 2010, mediante la cual la Fiscalía 10 delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Dosquebradas, precluyó la investigación que se adelantaba en contra de Rubén Darío Garzón Gutiérrez, Luis Eduardo Encarnación Ramírez, Norbey García Paloma, William Alberto Sánchez Yela y Nelson Fernando Pulido Ochoa, por el delito de homicidio, del cual fue víctima el señor Norbelio de J. Quebrada Quebrada. 
2. FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN

2.1 El doctor Sergio Gómez Hernández actuando en la calidad antes mencionada, nuevamente presentó acción de revisión con base en el numeral 3º artículo 220 de la Ley 600 de 2001. El supuesto fáctico de la demanda es el siguiente:

“a. El día 20 de septiembre de 2004, en inmediaciones de la vereda OPIRAMA, jurisdicción del municipio de QUINCHA (sic)  (RISARALDA), integrantes del Ejército Nacional adscritos a la UNIDAD OPERATIVA DEL GAULA RISARALDA, reportaron la muerte en combate del señor NORBELIO DE JESÚS QUEBRADA QUEBRADA, quien presuntamente se enfrentó a la tropa utilizando un arma de fuego tipo revólver.

b. Por estos hechos, la Fiscalía 29 Seccional de QUINCHÍA dispuso abrir investigación previa el día 21 de septiembre de 2004, ordenando remitir el expediente, por competencia, al Juzgado 61 de Instrucción Penal Militar con sede en PEREIRA.

c. El día 30 de septiembre de 2004, el Juzgado 56 de Instrucción Penal Militar de PEREIRA decidió avocar el proceso y ordenó la apertura de investigación formal, vinculando a través de diligencia de Indagatoria al personal militar que participó en los hechos.

d. Durante las diligencias de Indagatoria, los procesados sostuvieron que la muerte del ciudadano NORBELIO DE JESÚS QUEBRADA QUEBRADA, ocurrió en medio de un enfrentamiento armado y en ejercicio de la Operación denominada como CAÑONERO agregando que la víctima formaba parte de la cuadrilla subversiva ÓSCAR WILLIAM CALVO del EJÉRCITO POPULAR DE LIBERACIÓN (EPL).

e. A través de providencias fechadas los días 12 de junio de 2007 y 5 de junio de 2009, el Juzgado 56 de Instrucción Penal Militar resolvió la Situación Jurídica de RUBÉN DARÍO GARZÓN GUTIÉRREZ, LUIS EDUARDO ENCARNACIÓN RAMÍREZ, NORBEY GARCÍA PALOMA, NELSON FERNANDO PULIDO OCHOA y WILLIAM ALBERTO SÁNCHEZ YELA, absteniéndose de imponer medida de aseguramiento en su contra por estos hechos.

 f. El día 22 de septiembre de 2009, la Fiscalía 18 Penal Militar delegada ante el Juzgado de Instancia de Brigada, dispuso la remisión del expediente a la jurisdicción ordinaria (Fiscalía Seccional de PEREIRA), considerando para ello que existía duda en torno a la forma en la que sucedieron los hechos, y su relación con un acto propio del servicio que debe prestar el Ejército Nacional.

g. El día 20 de noviembre de 2009, la Fiscalía 10 Seccional de PEREIRA avocó el conocimiento de la investigación y ordenó su impulso.

 h. El día 12 de agosto de 2010 se dispuso el cierre de la investigación.

i. Mediante providencia fechada el 3 de noviembre de 2010, la Fiscalía 10 Seccional de PEREIRA calificó el mérito del sumario, precluyendo la investigación a favor de RUBÉN DARÍO GARZÓN GUTIÉRREZ, LUIS EDUARDO ENCARNACIÓN RAMÍREZ, NORVEY GARCÍA PALOMA, WILLIAM ALBERTO SÁNCHEZ YELA y NELSON FERNANDO PULIDO OCHOA, decisión que quedó ejecutoriada el día 19 de noviembre de 2010, por lo cual el expediente fue archivado.

j. El día 27 de septiembre de 2011, en diligencia de Versión Libre rendida por los Postulados MARÍA MÓNICA SÁNCHEZ, JHON EDIER LADINO y LUIS ALBEIRO PUERTA ROMERO, ante la Fiscalía 6 de Justicia y Paz, manifestaron que la muerte del señor NORBELIO DE JESÚS QUEBRADA QUEBRADA constituyó lo que se conoce comúnmente como un “Falso Positivo” del EJÉRCITO NACIONAL, proporcionando datos relevantes para la investigación.”. 

2.2 El fiscal 12 Especializado DNDH-DIH fundamenta la acción de revisión en la causal prevista en el numeral 3º del artículo 220 de la ley 600 de 2000, y en lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-004 del 20 de enero de 2003, donde se declaró exequible la citada disposición.
Para el efecto expuso que el homicidio del señor Norbelio de Jesús Quebrada Quebrada constituye una grave violación a los Derechos Humanos, por lo cual existe el deber y la obligación de investigar y sancionar a los responsables de esos sucesos, garantizando la verdad, la justicia y la reparación.

En lo relativo a la causal de revisión invocada, el accionante expone que las manifestaciones de María Mónica Sánchez, Jhon Edier Ladino y Luis Albeiro Puerta Romero, constituyen una prueba sobreviniente, ya que se recibieron cerca de cinco años después de la ejecutoria de la  resolución de preclusión que expidió la Fiscalía 10 Seccional de Pereira, por lo cual no fueron conocidas en esa actuación, lo que demanda la necesidad de dejar sin efectos esa decisión para que se adelanten las labores investigativas tendientes a establecer lo que realmente sucedió en el  homicidio del señor Norbelio de Jesús Qubrada, lo que incluye el auto que ordenó el cierre de la investigación, para retrotraer la actuación a la etapa de instrucción y recaudar las pruebas necesarias para calificar el mérito del sumario. 
2.3 En consecuencia el accionante solicita:

“1.) Declarar como probada la causal de revisión consagrada en el numeral 3o del artículo 220 de la Ley 600 de 2000, frente a la decisión del 3 de noviembre de 2010 proferida por la Fiscalía 10 Seccional de Pereira, por medio de la cual se precluyó la investigación a favor de RUBÉN DARÍO GARZÓN GUTIÉRREZ, LUIS EDUARDO ENCARNACIÓN RAMÍREZ, NORVEY GARCÍA PALOMA, WILLIAM ALBERTO SÁNCHEZ YELA y NELSON FERNANDO PULIDO OCHOA.

2. Dejar sin efecto la resolución de preclusión motivo de la acción de revisión, así como la providencia que ordenó el cierre de la investigación, proferida el 12 de agosto de 2010. 

3. Enviar la actuación a la Fiscalía General de la Nación, con el fin de que sea asignada a un despacho que adelante las pruebas necesarias (sobrevinientes) para garantizar una investigación integral, de tal forma que califique el mérito del sumario teniendo en cuenta las mismas.”
2.4 Para tal fin el fiscal accionante solicitó tener como prueba la totaliodad de la investigación correspondiente al radicado 9372 (antes 1357504) adelantada por el homicidio del señor Quebrada Quebrada.

Igualmente manifestó que se anexaba copia de los tres (3) cuadernos de la investigación que se adelantó en contra de los señores RUBÉN DARÍO GARZÓN GUTIÉRREZ, LUIS EDUARDO ENCARNACIÓN RAMÍREZ, NORVEY GARCÍA PALOMA, WILLIAM ALBERTO SÁNCHEZ YELA y NELSON FERNANDO PULIDO OCHOA; ii) un (1) DVD que contiene la diligencia de versión libre rendida por los señores MARÍA MÓNICA SÁNCHEZ, JHON EDIER LADINO Y LUIS ALBERTO PUERTA ROMERO; y iii) un (1) cassette VHS embalado y rotulado. 

2.4.1 En el cuaderno Nro. 3 del proceso radicado con el Nro. 9732 obran las declaraciones de JHON EDIER LADINO y MARÍA MÓNICA SÁNCHEZ recibidas el 24 de noviembre de 2015; y la de LUIS ALBERTO PUERTA ROMERO tomada15 de enero del año en curso. 
3. CONSIDERACIONES DE LA SALA
3.1 Para efectos de decidir lo concerniente  a la admisión de la acción de revisión presentada por el doctor Segio Gómez Hernández en calidad de Fiscal 12 Espacializado DNDH-DIH, en los términos antes mencionados, hay que manifestar inicialmente que el mismo funcionario el día 1º de junio del año anterior había presentado una solicitud similar con base en los mismos supuestos fácticos y jurídicos.

3.2 Esta Sala mediante auto del del 22 de junio de 2015, inadmitió la acción de revisión aludida, pues de conformidad con las normas y la jurisprudencia pertinente, se consideró que las manifestaciones entregadas por los postulados María Mónica Sánchez, Jhon Edier Ladino y Luis Alberto Puerta Romero no constituían prueba nueva o  sobreviniente, en atención a la causal de revisión invocada, ya que no se reunían las exigencias señaladas por la Sala de Casación Penal de la CSJ en la decisión del 22 de diciembre de 2014, radicado 48896. En la parte pertinente de ese auto se dijo lo siguiente:

“(…) 

3.10 En atención a lo expuesto en precedencia esta Sala considera que pese a que en este caso se presenta un contexto fáctico diverso, ya que los postulados a beneficios dentro de la ley de  “Justicia y Paz“, María Mónica Sánchez, Jhon Edier Ladino y Luis Albeiro Puerta, no entregaron una “confesión”, relacionada con los hechos en los que perdió la vida el señor Norbelio de J. Quebrada Quebrada, sino que suministraron testimonios de los cuales se desprende la posible comisión de un delito de homicidio agravado por parte de los miembros de la fuerza pública que fueron beneficiados con la preclusión ordenada por el Fiscal 10 seccional de Pereira el 3 de noviembre de 2010, de todos modos se hacía necesario que con base en esas declaraciones la FGN adelantara el respectivo programa metodológico para cumplir con los fines previstos en el numeral 3º del artículo 17 de la ley 975 de 2005, como prerrequisito de la acción de revisión, lo cual aunado a la inexistencia de un “pronunciamiento judicial interno”, según el término empleado en la sentencia C-004 del 20 de enero de 2003 de la Corte Constitucional que no fue anexado, conduce a inadmitir la demanda de revisión, al no haberse cumplido con sus exigencias de forma, deducidas de los precedentes antes citados.”
3.3 Mediante providencia del 28 de septiembre de 2015
, se denegó un recurso de reposición que interpuso el señor Fiscal 12 Especializado DNDH –DIH. En esa providencia se  reiteraron las consideraciones iniciales que hizo la  Sala para no acceder a la admisión de la acción de revisión. Igualmente se indicó que pese a que existían las manifestaciones entregadas por las personas mencionadas en su diligencia de versión libre, para que se pudieran considerar las mismas como prueba nueva o sobreviniente, a efectos de los requisitos de la demanda de revisión, era necesario acreditar que existía un pronunciamiento judicial interno o de una instancia internacional, tal y como lo señaló la sentencia C-004 del 20 de enero de 2003 de la Corte Constitucional, requisitos que no fueron  cumplidos por el actor en ese caso concreto.

En esa misma decision se analizó el contenido del artículo 14 de la ley 1592 del 3 de diciembre de 2012, el cual hacer referencia a la versión y a la confesión que realizan los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley, las cuales deben ser puestas a disposición de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz con el objeto de que se corrobore la veracidad de sus afirmaciones a través de una investigación, por lo cual de acuerdo a esa  norma, la FGN tenía el deber de adelantar las averiguaciones a que hubiera lugar para confirmar las versiones rendidas por los postulados, a efectos de constatar la existencia de la prueba no conocida para el momento en que profirió la resolución de preclusíón que se pretende dejar sin efecto a través de la acción de revisión propuesta . En tal virtud se consideró que los señalamientos de los señores María Mónica Sánchez, Jhon Edier Ladino, y Luis Albeiro Puerta no constituían una confesión del hecho, pues “en ningún momento se atribuyeron la autoría del homicidio del señor Quebrada, sino que dijeron ser testigos de oídas de que su muerte se causó por una actuación irregular de las personas beneficiadas con la preclusión, lo que demanda que la FGN adelante las gestiones investigativas ordenadas por el artículo 14 de la citada ley 1592 del 3 de diciembre de 2012, que brillaron por su ausencia en el presente caso…”.
3.4 La actual acción de revisión formulada por el fiscal 12 Especializado DNDH, se sustenta en el  mismo contexto fáctico de la que no fue admitida por esta Corporacion, mediante decisión que cobró ejecutoria el día 28 de septiembre de 2015.  
Sin embargo, se debe manifestar que en esta oportunidad el accionante anexó las declaraciones entregadas por los señores Jhon Edier Ladino, María Mónica Sánchez y Luis Alberto Puerta Romero
.

3.5 Las  declaraciones antes referidas, resultan ser más amplias, precisas y concretas que las rendidas en la diligencia de versión libre celebrada el 27 de septiembre de 2011, ante la Fiscalía 6ª de “Justicia y Paz“, sobre la responsabilidad de integrantes del Ejército Nacional en el homicidio del cual fue víctima el señor Norbelio de Jesús Quebrada Quebrada, el cual califican los testigos como “un falso positivo“. 
3.6  Se debe tener en cuenta que con base en las manifestaciones que hicieron los postulados María Mónica Sánchez, Jhon Edier Ladino y Luis Alberto Puerta Romero en la diligencia de versión libre que rindieron el 27 de septiembre de 2011 ante la Fiscalía 6ª de “Justicia y Paz”, la Dirección Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, a través del Fiscal 12 Especializado DNDH –DIH, quien funge como accionante, adelantó una gestión investigativa, con base en la cual se recibió declaración a esas personas los días 24 de noviembre de 2015 y 15 de enero de 2016, quienes rindieron testimonio sobre la información que recibieron acerca de las circunstancias en que se produjo la muerte del señor Norbelio de J. Quebrada Quebrada.

3.7 Es necesario manifestar que en este caso el delegado de la FGN, considera que los testimonios referidos constituyen pruebas nuevas, en los términos del numeral 3º del artículo 220 de la ley 600 de 2000. La Sala igualmente considera que en virtud de lo dispuesto en la  ley 1592 de 2012, la ampliación de esos testimonios se puede entender como una labor dirigida a verificar las sucintas manifestaciones que habían  hecho esas personas en sus diligencias de versión libre sobre los hechos en que se produjo el homicidio del señor Norbelio de J.Quebrada Quebrada. La norma en mención dispone lo siguiente:
“Artículo 17. Versión libre y confesión. Los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley, cuyos nombres someta el Gobierno nacional a consideración de la Fiscalía General de la Nación, que se acojan en forma expresa al procedimiento y beneficios de la presente ley, rendirán versión libre ante el fiscal delegado quien los interrogará sobre los hechos de que tengan conocimiento.

En presencia de su defensor, manifestarán las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que hayan participado en los hechos delictivos cometidos con ocasión de su pertenencia a estos grupos, que sean anteriores a su desmovilización y por los cuales acogen a la presente ley. En la misma diligencia indicarán la fecha y motivos de su ingreso al grupo y los bienes que entregarán, ofrecerán o denunciarán para contribuir a la reparación integral de las víctimas, que sean de su titularidad real o aparente o del grupo armado organizado al margen de la ley al que pertenecieron.

La versión rendida por el desmovilizado y las demás actuaciones adelantadas en el proceso de desmovilización, se pondrán en forma inmediata a disposición de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz con el fin de que el fiscal delegado y la Policía Judicial asignados al caso, de conformidad con los criterios de priorización establecidos por el Fiscal General de la Nación, elaboren y desarrollen el programa metodológico para iniciar la investigación, comprobar la veracidad de la información suministrada y esclarecer los patrones y contextos de criminalidad y victimización.

PARÁGRAFO. La Fiscalía General de la Nación podrá reglamentar y adoptar metodologías tendientes a la recepción de versiones libres colectivas o conjuntas, con el fin de que los desmovilizados que hayan pertenecido al mismo grupo puedan aportar un contexto claro y completo que contribuya a la reconstrucción de la verdad y al desmantelamiento del aparato de poder del grupo armado organizado al margen de la ley y sus redes de apoyo. La realización de estas audiencias permitirá hacer imputación, formulación y aceptación de cargos de manera colectiva cuando se den plenamente los requisitos de ley.” (Subrayado  fuera del texto original)

3.8 En ese sentido se considera que la FGN dio cumplimiento a la exigencia de verificación de lo que manifestaron las personas antes mencionadas en su calidad de postulados, durante sus diligencias de versión libre, para lo cual se debe aclarar que en este caso no se trata precisamente de que María Mónica Sánchez, Jhon Edier Ladino Trejos y  Luis Albeiro Puerta Romero hubieran admitido su participación en el homicidio del señor Quebrada, sino que la evidencia aportada por el accionante se relaciona con lo que manifestaron esos ciudadanos sobre la información que recibieron en torno a las circunstancias en que se produjo el homicidio, lo cual se hizo a través de prueba testimonial que fue recogida con el lleno de los requisitos previstos en los artículos 269 y ss de la ley 600 de 2000, con lo cual se satisface la exigencia contemplada en el artículo 14 de la ley 1592 de 2012, en lo relativo a la verificación  de las  manifestaciones que hicieron las personas mencionadas en su diligencia de versión.

3.9 Ahora bien, en  aplicación de los precedentes que se han citado en decisiones anteriores, es necesario decidir si a falta de una orden vinculante de un organismo internacional de protección de Derechos Humanos se acreditò la  existencia de lo que se ha  denominado  un “pronunciamiento judicial interno”, como requisito de admisión de la demanda de revisión.

Para el efecto se debe tener en cuenta que en auto del 12 de junio de 2013, radicado 40534, que se profirió dentro de una acción de revisión que interpuso la Asociación para la Promocion Social Alternativa Minga, contra una decision del 15 de diciembre de 2009 por medio de la cual la Fiscalía  Delegada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, precluyó la investigación adelantada contra el coronel (r) VÍCTOR HUGO MATAMOROS RODRÍGUEZ por las conductas de concierto para delinquir agravado y homicidio agravado, por hechos que iniciaron el 29 de mayo de 1999 en el corregimiento La Gabarra, municipio de Tibú, Norte de Santander, la Sala Penal de la CSJ, hizo las siguientes consideraciones sobre los requisitos de procesabilidad de la acción de revision, cuando se invoca el numeral 3o del artículo 220 de la ley 600 de 2000, con base en prueba ex novo o prueba sobreviniente: 

“(…).

4.2 La segunda posibilidad parte de la presencia de hecho o prueba nueva que por no haber sido conocido al tiempo de los debates hizo que el proceso terminara con sentencia absolutoria, preclusión de la investigación o cesación del procedimiento, cuya presencia fue constatada ulteriormente en una decisión judicial interna o por un organismo internacional formalmente aceptado por el Estado colombiano.

De lo anterior se desprende que, contrario a la hipótesis analizada en el apartado anterior, no se requiere que la decisión judicial interna o que un organismo internacional declare que el Estado colombiano incurrió en omisión protuberante en la investigación de hechos violatorios de los derechos humanos o del derecho internacional humanitario, sino la concurrencia ex novo de un hecho o prueba que de haberse conocido antes de proferir la decisión que culminó con la terminación del proceso, hubiera determinado una decisión opuesta a aquella.

Sin embargo, el hecho o la prueba nueva que concurre con posterioridad a la decisión que puso fin al proceso debe estar constatado o, dicho de otro modo, haberse verificado en la decisión judicial interna o del organismo internacional, es decir, no puede aparecer solo, sino que ha debido ser objeto de valoración y fundamento de la misma, independientemente de su sentido (condenatorio o absolutorio), como forma de comprobación de su contenido, que inexorablemente debe tener una relación estrecha con los hechos investigados en el proceso cuya revisión se persigue.

En suma, para la procedibilidad de la causal de revisión dispuesta en numeral 3º del artículo 220 de la Ley 600 de 2000, cuando se trata de sentencia absolutoria, preclusión de la investigación o cesación de procedimiento, por las razones a las cuales se alude en este apartado, se requiere que: (i) los hechos investigados constituyan agravio a los derechos humanos o al derecho internacional humanitario, (ii) con posterioridad a la decisión que puso fin al proceso, aparezca hecho o prueba nueva no conocido al tiempo de los debates, y (iii) el hecho o prueba nueva haya sido constatado en una decisión judicial interna o por un organismo internacional formalmente aceptado por el Estado Colombiano, con independencia de su sentido (condenatorio o absolutorio).”
 (Negrillas de la Sala)

Así, cuando con posterioridad a la ejecutoria de la preclusión de la investigación, cesación de procedimiento o sentencia absolutoria emerge un hecho o prueba ex novo, tal circunstancia no es suficiente para dar cabida a la acción de revisión con fundamento en la causal 3ª del artículo 220 de la Ley 600 de 2000, porque a diferencia de lo que ocurre cuando se incoa contra una sentencia condenatoria, se afectan las garantías del non bis in idem y la res iudicata del procesado favorecido con la decisión que puso fin a la actuación, aspecto por el que adicionalmente se exige la constatación del elemento novedoso que no fue conocido por las instancias.
En este caso las constancia expedida por la Fiscal 23 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derechos Internacional Humanitario, en la cual certificó que dentro de la indagatoria rendida por Alexander Chamorro Villanueva dentro del proceso radicado con el No. 536D de la UNDH éste se refirió al coronel (r) VÍCTOR HUGO MATAMOROS RODRÍGUEZ como uno de los presuntos responsables de la masacre perpetrada el 29 de mayo de 1999 en la vía Tibú-La Gabarra, no satisface la exigencia de la verificación referida en la sentencia de C-004 de 2003 de la Corte  Constitucional.

Tampoco cumple tal condicionamiento la certificación expedida por el Fiscal 54 de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz de que con posterioridad al 14 de junio de 2009, los postulados del Bloque Catatumbo de las Autodefensas Unidas de Colombia no han aportado información que implique al citado oficial del Ejército Nacional, “En cuanto a GIOVANY VELÁSQUEZ ZAMBRANO, se tiene que hizo parte del grupo de autodefensas que partió de los Guayabos, Tierralta (Córdoba), según versión libre del postulado ISAÍAS MONTES HERNÁNDEZ, alias MAURICIO,  quien para el momento de la incursión del Bloque Catatumbo a Norte de Santander, fungió como comandante de aproximadamente cuarenta hombres que venían mimetizados en el primer camión que conformaba la caravana paramilitar. Dice haber recibido a VELÁSQUEZ ZAMBRANO, conocido como alías BRAYAN, del comandante CAMILO en el departamento de Córdoba y tenía la misión de facilitar el ingreso al Catatumbo” 

Se trata de dos versiones acerca de los hechos, producidas en escenarios procesales diferentes, que el autor de la demanda intuitivamente entrelaza, porque relacionan episodios que en su sentir se correlacionan, pero cuyo contenido no ha sido verificado en decisión judicial, esto es, en proceso en donde hubiese sido valorado su mérito suasorio y cuya conclusión tenga posibilidad de generar efectos jurídicos en actuaciones dentro de las cuales se investigaron violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, por su alto grado de confiabilidad y aproximación a la verdad.

Esa constatación en el trámite de revisión, es ajena a la competencia de la Corte, debido a que por dicha vía no puede entrar a realizar valoraciones que exclusivamente corresponden a los funcionarios judiciales que adelantan las investigaciones dentro de las cuales se produjeron las pruebas o los hechos nuevos que sirven de fundamento a las pretensiones de la demanda. (Subrayas fuera del texto).  
3.9.1 Como se observa en la parte final del precedente citado se manifiesta que esa valoración le corresponde a los funcionarios judiciales que adelantan las investigaciones, por lo cual, frente al tema que ocupa la atención de la Sala,  se entiende que la Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la FGN es la autoridad judicial que debe encargarse de la valoración de los testimonios que sirven de soporte a la presente acción de revision, ya que esa actuación constituye un requisito necesario para la admisión del trámite, lo cual resulta entendible ya que se pretende dejar sin efectos no es una sentencia condenatoria, sino una decision de preclusion que hasta ahora tiene los efectos de res iudicata.

3.9.2 Para ahondar sobre el asunto es necesario manifestar que en decision de la  CSJ SP del 11 de septiembre de 2013, radicado 40534 se hicieron unas precisiones sobre esta condición de procedibilidad de la acción de revisión y en tal sentido se dijo lo siguiente:

“(…) 

1. En orden a resolver el recurso de reposición interpuesto por el autor de la demanda de revisión contra el auto que la inadmitió, se observa que la argumentación que expone no se orienta a controvertir lo decidido por la Sala, sino a presentar su propio punto de vista involucrando hipótesis que en estricto rigor no conservan relación con la decisión cuestionada.

En efecto, plantea que en tratándose de decisiones absolutorias o equivalentes en casos de violación a los Derechos Humanos, la acción de revisión con fundamento en la causal 3ª del artículo 220 de la Ley 600 de 2000, se puede incoar con la certificación acerca de la existencia del hecho o la prueba nueva, que, en su sentir, esa es la única decisión judicial interna que se puede producir con dicha finalidad, de acuerdo con lo dispuesto en la sentencia C-004 de 2003 de la Corte Constitucional.

2. La jurisprudencia del Tribunal Constitucional, como la de esta Sala de la Corte Suprema de Justicia, ha precisado que los efectos de la cosa juzgada penal absolutoria pueden ser removidos “siempre y cuando se trate de violaciones de derechos humanos o  infracciones graves al derecho internacional humanitario y un pronunciamiento judicial interno o una decisión de una instancia internacional de supervisión y control de derechos humanos aceptada formalmente por nuestro país, haya constatado la existencia del hecho nuevo o de la prueba no conocida al tiempo de los debates. Igualmente, procede la acción de revisión contra la preclusión de la investigación, la cesación de procedimiento y la sentencia absolutoria, en procesos por violaciones de derechos humanos o infracciones graves al derecho internacional humanitario, incluso si no existe un hecho nuevo o una prueba no conocida al tiempo de los debates, siempre y cuando una decisión judicial interna o una decisión de una instancia internacional de supervisión y control de derechos humanos, aceptada formalmente por nuestro país, constaten un incumplimiento protuberante de las obligaciones del Estado colombiano de investigar en forma seria e imparcial las mencionadas violaciones”
. (Negrilla ajena al texto).

3. El pronunciamiento judicial interno o la decisión de una instancia internacional no pueden asimilarse, como lo sostiene el recurrente, a la certificación expedida por un fiscal o juez acerca de la existencia de la prueba en otro proceso, sino que es necesario, como lo señaló la Sala en la decisión cuestionada, que su veracidad haya sido comprobada, lo que únicamente tiene posibilidad de hacerse en las providencias judiciales cuando el funcionario valora íntegramente los medios de prueba y explica las razones por las cuales le merecen credibilidad.

Lo anterior no implica, como erróneamente sostiene el censor, que el funcionario judicial realice juicios de valor acerca de la responsabilidad penal de quien fue absuelto, se le cesó procedimiento o se le precluyó la investigación, sino simplemente que respecto del mismo suceso delictivo, en otro proceso o dentro del mismo, que prosiguió contra otros sindicados, se estableció un hecho o se incorporó una prueba cuyo contenido, después de haber sido valorado en providencia judicial, irradia efectos jurídicos respecto de aquél, en cuanto que de haber sido conocido oportunamente la decisión hubiera sido diferente para él.

Esa es la comprobación a la cual apunta la sentencia C-004 de 2003, pues se trata de una reserva orientada a la preservación del non bis in idem. Así, lo ratificó el Tribunal Constitucional en la sentencia C-979 de 2005, al decidir sobre la exequibilidad del numeral 4º del artículo 192 de la Ley 906 de 2004, donde sostuvo:

“En el marco de la potestad de configuración del legislador en este ámbito, y en desarrollo del deber estatal de protección de los derechos de las víctimas de violaciones de derechos humanos e infracciones graves al derecho internacional humanitario, estableció la reapertura, por vía de revisión, de procesos referidos a estos delitos que hubieren culminado con fallos absolutorios. Sin embargo para hacerlos compatibles con los principios de cosa juzgada y non bis in idem que por regla general amparan a la persona absuelta, rodeó tal decisión de política criminal de especiales cautelas, como el condicionamiento de la procedencia de la causal de revisión al pronunciamiento de una instancia internacional. 

“(…)

“Las mismas cautelas que en su momento tuvo la Corte para autorizar la posibilidad de que por la vía de la revisión penal extraordinaria, se reabrieran procesos por violaciones de derechos humanos, que había culminado con una decisión favorable al sentenciado, con ruptura del principio del non bis in idem,
 operan en el caso de la reapertura de procesos culminados con sentencia condenatoria…” (Negrillas ajenas al texto)

Temática acerca de la cual la Sala, además de lo acotado en la decisión recurrida, se ha pronunciado en los siguientes términos:

 “La verificación del contenido de verdad de un hecho o medio probatorio que se califica ex novo para efectos de la acción de revisión, no sucede por el mero hecho de haber constituido el fundamento de una decisión judicial en desarrollo de otro proceso penal, sino en cuanto lo que dice permitió en ese mismo asunto, mediante su verificación, llegar a una declaración de certeza acerca de los hechos investigados y la responsabilidad del procesado y, por otra parte, establece que quienes fueron investigados y favorecidos con preclusión de la investigación, cesación de procedimiento o absolución también son coautores o partícipes en los hechos, determinando que el efecto jurídico de la res iudicata sufra un verdadero cataclismo.”

En consecuencia, las constancias expedidas por la Fiscalía 23 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y la Fiscalía 54 de la Unidad Nacional para la Justicia y la Paz, no satisfacen la exigencia de comprobación del hecho o la prueba nueva en decisión judicial interna, pues aquellas no equivalen a ésta, solamente señalan que una persona declaró y el contenido de su versión, pero no insinúan ninguna valoración acerca de la veracidad y eficacia de esos testimonios en del escenario procesal donde se recibieron.

Razón por la cual la Sala en la decisión impugnada acotó frente a lo que se presenta como prueba nueva:  “se trata de dos versiones acerca de los hechos, producidas en escenarios procesales diferentes, que el autor de la demanda intuitivamente entrelaza, porque relacionan episodios que en su sentir se correlacionan, pero cuyo contenido no ha sido verificado en decisión judicial, esto es, en proceso en donde hubiese sido valorado su mérito suasorio y cuya conclusión  tenga posibilidad de generar efectos jurídicos en actuaciones dentro de las cuales se investigaron violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, por su alto grado de confiabilidad y aproximación a la verdad”. (Subrayado fuera de texto).
3.10 Conforme a lo expuesto, se considera que a diferencia de los medios deprueba que se anexaron  a la primigenia accion de revisión que inadmitió esta Colegiatura, en este caso se practicó una actividad investigativa dirigida a la constatación de las nuevas pruebas sobre las cuales se soporta la causal invocada en la presente demanda, que en términos del precedente antes citado vendría a ser el equivalente al “pronunciamiento judicial interno” a que se refiere la sentencia C- 004 de 2003, lo que tiene su razón de ser en la exigencia de rodear de las mayores garantías el derecho fundamental a la prohibición de doble juzgamiento por los mismos hechos que consagra el inciso 4º del artículo 29 de la Constitución de 1991, también conocido como principio del non bis in idem.

Se debe tener en cuenta que la exigencia de la constatación de la prueba no conocida que se pretende aducir como fundamento de la acción de revisión, resulta acorde con lo dispuesto en el  inciso 3º del artículo 14 de la ley 1592 del 3 de diciembre de 2012 que modificó el artículo 17 de la ley 975 de 2005, el cual señala que la versión rendida por un desmovilizado en el sistema de “Justicia y Paz”, debe ser puesta a disposición de la Unidad Nacional de Fiscalías para que: “… de conformidad con los criterios de priorización establecidos por el Fiscal General de la Nación, elabore y desarrolle el programa metodológico para iniciar la investigación, comprobar la veracidad de la información suministrada y esclarecer los patrones y contextos de criminalidad y victimización” (Subraya fuera de texto).
3.10.1 A su vez, de acuerdo al auto  CSJ SP del 11 de septiembre de 2013, radicado 40534, ese pronunciamiento judicial no se relaciona con la responsabilidad de las personas que fueron absueltas o fueron  beneficiadas con la preclusión de la investigación o un cese de procedimiento, cuya revisión se pretende, sino que en palabras  del órgano de cierre de la jurisdicción penal exige una: “valoración acerca de la eficacia de esos testimonios en del ( sic ) escenario procesal donde se recibieron.”.  
En esa decisión donde la SP de la CSJ resolvió un recurso de reposición que se interpuso contra el auto que inadmitió una accion de revisión presentada por la “Asociacion para la Promoción Social Alternativa Minga”, contra una decisión de  la FGN que había precluido una investigación en favor del coronel (r) Victor Hugo Matamoros Rodríguez por hechos conocidos como “la masacre de Tibú – La Gabarra” (que se presentaron en  1999), de la cual se hizo mención en precedencia, se hizo referencia al tema de la evidencia que se presentó como prueba ex novo  fundante de la acción de revisión así:  “… se trata de dos versiones acerca de los hechos, producidas en escenarios procesales diferentes, que el autor de la demanda intuitivamente entrelaza, porque relaciona episodios que en su sentir se correlacionan, pero cuyo contenido no ha sido verificado en decisión judicial, esto es, en proceso en donde hubiese sido valorado su mérito suasorio y cuya conclusión tenga posibilidad de generar efectos jurídicos en actuaciones dentro de las cuales se investigaron violaciones a  los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, por su alto grado de confiabilidad y aproximación a la verdad” ( Subrayas fuera del texto original).  

Lo expuesto pone de presente la necesidad de que en casos como el presente se deba cumplir con la exigencia de constatación de la prueba nueva, que viene a ser algo diferente al examen de sus efectos frente a la actuación que se adelante, en caso de que prospere la acción de revisión.

3.11 Como en la  decisión CSJ SP del 12 de junio de 2103 se dijo que esas valoraciones “le correspondían exclusivamente a los funcionarios juidiciales que adelantan las investigaciones dentro de las cuales se produjeron las pruebas o los hechos que sirven de fundamento  a la demanda”,  se puede concluir que como la Fiscalía General de la Nación hace parte de la Rama Judicial en atención  a las disposiciones del título VII de la Constitucion de 1991,  la verificación exigida por el artículo 14 de la ley 1592 de 2012 que modificó el artículo 17 de la ley 975 de 2005, sobre las actuaciones derivadas de versiones de personas desmovilizadas que hubieran formado parte de grupos armados, se puede asimilar para efectos de la admisión de la accion de revisión a la expresión “pronunciamiento judicial interno” (diversa a un auto o sentencia), para efectos de cumplir la exigencia derivada de la sentencia C-004 de 2003 de la Corte Constitucional y la jurisprudencia puntual de la SP de la CSJ de la cual se hizo referencia.

3.12 En ese orden de ideas se puede considerar que en el presente caso, a falta de un pronunciamiento judicial de otra naturaleza, que podría  ser por vía de ejemplo, una orden de compulsación de copias proferida dentro de otro proceso penal, la valoración efectuada por el Fiscal 12 Especializado DNDH –DHI, sobre las declaraciones que entregaron Luis Albeiro Puerta Romero, María Mónica Sánchez y Jhon Edier Ladino Trejos los días 24 de noviembre de 2015 y 15 de enero de 2016, se puede asimilar a ese tipo de pronunciamiento, en al medida en que ese funcionario estima que se trata de prueba sobreviniente sobre la cual se sustenta la causal de revisión  establecida en el artículo 220-3 del CPP., a efectos de que se examine la nueva prueba allegada.

Se afirma lo anterior porque la demanda de revisión contiene un pronunciamento expreso del delegado de la FGN basado en los testimonios antes citados, que lo lleva a considerar: i) que el homicidio del señor Norbelio de J. Quebrada constituyó una grave violación de los Derechos Humanos; y ii) que lo dicho por los testigos antes citados constituye prueba ex novo, para efectos de que se dejar sin efectos, por vía de acción de revisión, la resolución de la  Fiscalia 10 seccional de Pereira del 10 de noviembre de 2010, por medio de la cual se precluyó la  investigación que se adelantaba contra Rubén Darío Garzón Gutiérrez, Luis Eduardo Encarnación Ramìrez, Norvey Garcìa Paloma, William Alberto Sánchez Yela y Nelson Fernando Pulido Ochoa, por el delito de homicidio, con lo cual se reuniría el requisito de admisibilidad de la demanda de revisión propuesta.


DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

RESUELVE 

PRIMERO: ADMITIR la acción de revisión interpuesta por el doctor Sergio Gómez Hernández en su calidad de Fiscal 12 Especializado de la Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, en contra de la resolución de 3 de noviembre de 2010, mediante la cual la Fiscalía 10 delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Dosquebradas, precluyó la investigación a favor de Rubén Darío Garzón Gutiérrez, Luis Eduardo Encarnación Ramírez, Norbey García Paloma, William Alberto Sánchez Yela y Nelson Fernando Pulido Ochoa por el delito de homicidio. 

SEGUNDO: En consecuencia se ordena dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 223 y ss. de la ley 600 de 2000.

TERCERO: Contra la presente decisión no  procede ningún recurso.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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� El señor Jhon Edier Ladino fue escuchado en declaración el 24 de noviembre de 2015, en la que dijo lo siguiente: i) se desmovilizó el 24 de julio de 2006 en Quinchía del Frente Óscar William Calvo del EPL, y en su calidad de postulado a la Ley de Justicia y Paz fue condenado por los delitos de rebelión, homicidio y secuestro, a la pena de 45 años de prisión por parte de los Juzgados Promiscuo del Circuito de Quinchía y Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira. Se encuentra detenido desde hace 9 años; ii) narró que el 24 de septiembre de 2001 ingresó al frente insurgente referido, y que su área de operaciones era Quinchía, Anserma, Guática, Riosucio y Arauca; que dentro del EPL era conocido como “Jeferson” o “Natilla”; que en ese mismo frente alias “Laytor” era el comandante, alias “Robinson” era el segundo al mando, alias “Camilo” el tercero, y que en asuntos políticos estaba como delegado alias  “Mincho”; iii) en cuanto a los hechos violentos que rodearon la muerte del señor Norbelio de Jeús Quebrada Quebrada, inicialmente dio a conocer que distinguía a esa persona quien siempre fue apodada “Misifú”, y aseguró que este simpatizaba con la organización guerrillera y prestaba colaboración a la misma haciendo vueltas o mandados pero no en cosas delicadas, ya que se podía movilizar fácilmente entre las veredas por ser un ayudante de los vehículos de transporte intermunicipal. Sobre los sucesos argumentó que “Leytor” le comentó que se encontraba en compañía de “Monica”, o “La Mona”, o “Yulieth” en una casa con su hijo recién nacido y que en esa ocasión se presentó del Ejército; que “Misifú” se encontraba con ellos y al notar el presencia de la autoridad, tuvieron que huir y dejar al niño en ese lugar, pero no supo al cuidado de quién quedó; que según su conocimiento “Misifú” tenía un revólver calibre 32 de 5 tiros y  alcanzó a hacer unos disparos, pero que no ocurrió ningún enfrentamiento, pero que cuando el Ejército llegó al inmueble “Misifú” se fue a los golpes con los uniformados para que no lo capturaran, pero de todas formas fue aprehendido y llevado al “Cerro Opirama”, donde a plena luz del día lo ejecutaron e hicieron ver su muerte como una baja en combate; iv) adujo que esa era una modalidad de ejecución que utilizaba el Ejército con personas pertenecientes o no a la organización guerrillera; v) dijo que para la fecha de los hechos se encontraba en la vereda “Los Medios” de Quinchía cuidando un secuestrado, pero que después supo de la historia de la muerte de “Misifú” a través de “Leytor”; vi) indicó que alias “Jeny” o “Diana Marisol” era una muchacha que residía en las veredas “Buena Vusta” y “Juan Tapado”, quien había ingresado al grupo insurgente el año anterior a la muerte de “Misifú” y desertó para la fecha de los hechos investigados tras una emboscada en una vereda de Anserma. “Jeny” era la compañera sentimental de “Roberto”, o “El Barbado”, y desertó porque al parecer estaba de parte del Ejército, pero no cree que haya tenido algo que ver con la muerte de “Misifú”; vi) refirió que no conoció la casa donde estaban alojados “Leytor”, “Mónica” y el bebé, pero sabe que se encuentra ubicada en un sector llamado “Redención”, el cual es muy poblado; vii) narró que no sabe si los habitantes de esa morada eran colaboradores del EPL, pues su forma de operar no distinguía a simpatizantes o no, simplemente se asentaban en el predio y en la región; viii) no supo quién presenció la muerte de “Misifú”, pero supo que lo habían llevado a la morgue y lo hicieron pasar como si hubiera muerto en combate; ix) señaló que “Leytor” respondía al nombre de Berlaín de Jesús Chiquito Becerra y que fue dado de baja el 10 de julio  de 2006 por parte del Gaula; y x) adujo que no conocía a alias “Meyer”, pero que sobre esa persona se le podía indagar al señor Ariel de Jesús Chiquito Marín; xi) manifestó que “Leytor” fue quien le dio a conocer lo acontecido con “Misifú” (Norberto de Jesús Quebrada Quebrada). 





De la declaración rendida por la señora Mónica María Sánchez el 24 de noviembre de 2015, se extracta lo siguiente: i) fue condenada por el Juzgado Primero Especializado de Manizales, por los delitos de rebelión y secuestro, a la pena de 45 años de prisión la cual se encuentra descontando desde hace 9 años cuando se entregó de manera voluntaria al Batallón San Mateo el 3 de junio de 2006; ii) es postulada por parte de la Fiscalía 70 de Bogotá; iii) perteneció al Frente óscar William Calvo del EPL, al cual ingresó el 5 de febrero de 1999 en la verada “San Antonio del Chamí”, cuyos comandantes eran alias “Alonso” o “Libardo” u “Oswaldo”, y para el año 2006 los comandantes eran “El Cucho Aníbal”, “Robinson”, “Camilo” y “Lyton”, y operaban en los departamentos de Caldas y Risaralda”; iv) era conocida en esa organización al margen de la ley como “La Mona” o “Yulieth”; v) sobre la muerte violenta de Norbelio de Jesús Quebrada Quebrada, dijo que éste era un miliciano del mismo frente al cual pertenecía, a quien le dieron muerte el 19 de septiembre de 2004 cerca a Opirama en la parte denominada “El Cerro”. Ella se encontraba en compañía de su hijo de cinco meses de edad, y con alias “Leytor”; vi) que el día de los hechos el Ejército llegó a eso de las 5:00 a.m. al lugar donde se encontraban, motivo por el cual decidió dejar a su hijo al cuidado de la señora de la casa donde estaban, cuyo esposo era reconocido como “Meyer”, pero esa mujer tenía miedo porque no quería involucrarse en ningún asunto; vii) narró que “Leytor” y ella se fueron de ese lugar y en ese momento no se produjo un intercambio de disparos pues el Ejército sabía que en ese lugar esta su hijo; viii) aseguró que en horas de la tarde “Leytor” se encontraba preocupado por saber sobre la suerte de su hijo, así que llamó a “Misifú” para que se acercara al lugar donde habían dejado al menor, y a eso de las 18:00 p.m. escucharon unos disparos en esa casa y al otro día se dieron cuenta que habían matado a “Misifú”; ix) dio a conocer que una vez salieron de la casa donde permanecían se adentraron por una quebrada hasta llegar a un cafetal donde permanecieron, y que a ese sector habían llegado el día anterior, y que supone que el Ejército supo de su presencia en la zona por la información que aportó  una mujer conocida con el alias de “Jeny”, quien se había evadido de las filas del EPL, y con quien “Leytor” tuvo una cita previa sin tener conocimiento de que estaba trabajando para el Ejército. A esa conclusión había llegado “Leytor”, pero no sabe si fue así como realmente sucedió; x) supo que “Jeny” se llamaba realmente Marisol N., que era oriunda la vereda “Buena Vista” de Quinchía y desde que descertó en el año 2001 no volvió a tener noticias de ella; xi)  Refirió estuvo escondida dos días en los cafetales, mientras el Ejército permanecía en la zona; xii) expuso que “Misifú” como cualquier otro miliciano estaba dotado de una pistola o de un revólver, pero no sabe si el día de su homicidio portaba algún arma; xiii) aseveró que no fue testigo presencial de la muerte de “Misifú” y que desconoce si alguien estuvo presente en esos hechos; xiv) dijo que en el momento en mataron a “Misifú”, la señora que cuidaba de su bebé y “Meyer” fueron sacados de su residencia y conducidos a Anserma o a Quinchía por parte del Ejército, de quienes no volvió a saber en lo absoluto; xv) expuso que se entregó a las autoridades con el objeto de volver a ver a su hijo pues el Ejército también se lo había llevado en aquel operativo, y una vez estuvo detenida en el estabecimiento carcelario de Manizales inició las labores necesarias para recuperar a su consanguíneo a través del ICBF, y una vez fue trasladada al reclusorio de mujeres de Pereira, se le hizo entrega de su hijo, cuando este tenía la edad de 3 años; xvi) dijo que “Leytor” fue dado de baja en el año 2006 y que su verdadero nombre era Berlaín de Jeús Chiquito Becerra; xvii) expuso que el día del homicidio de “Misifú” escuchó un “rafagazo” que provenía de un arma larga, pero no fue el sonido que escuchaba en combate, pues durante el mismo ese sonido sobrepasa los cinco minutos, y aclaró que no supo si “Misifú” estaba armado o no; xviii) aseguró que en aquella oportunidad no pudo ver a los integrantes del Ejército, ya que fue “Lyeton” quien se percató de su presencia en la zona, y que ella en ese momento estaba encargando a la señora de la vivienda del cuidado de su hijo, al que decidió dejar para salvaguardar su vida, pero lo que no tenía previsto era que el Ejército ya tenía conocimiento de que el bebé era suyo; xix) sobre la señora que cuidó a su descendiente y a alias “Meyer” supo que los habían “amarrado” durante un día, pero que desconoce si estuvieron detenidos, pero no cree que eso haya sucedido ya que esas personas sólo eran campesinas, no eran guerrilleros ni colaboradores del EPL, y les habían dado posada por el temor que infundía la organización; y xx) finalmente expuso que “Misifú” era un miliciano, no un comandante, pero considera que su muerte fue un falso positivo. 


 


El señor Luis Albeiro Puerta Romero rindió declaración el 15 de enero de 2016, en la que indicó lo siguiente: i) perteneció al Frente Óscar William Clavo del EPL, al que ingresó en el año 1996 en el municipio de Guática; ii) se desmovilizó el 26 de septiembre de 2005 en ese mismo municipio, y se encuentra detenido desde el 7 de septiembre de 2006; iv) respecto a la muerte violenta del señor Norbelio de Jesús Quebrada Quebrada conocido como “Misifú”, quien presuntamente pertenecía ese mismo grupo insurgente, dijo que alias “Lyton” fue quien le comentó sobre esos sucesos, pues en esa época no se encontraba en el área donde acontecieron los hechos; v) dijo que Alias “Leytor” le contó que la situación estaba muy dura porque el Ejército se le había llevado a un niño y que también había matado a “Misifú”; que “Leytor” también le dijo que había mandado a “Misifú”a la casa donde habían permanecido “Leytor” y “La Mona” o “Yulieth”, en donde el Ejército lo cogió y se lo llevó para “el cerro” donde fue ultimado; vi) cuando aconteció la muerte de “Misifú” se encontraba en el municipio de Guática; v) aseguró que antes de la muerte de “Misifú” su excompañera sentimental alias “Jeny” había desertado ya que a su modo de ver ella venía trabajando con el Gaula de la Policía, y aclaró que no podía señalar que ella tuviera algo que ver con la muerte de “Misifú”; vii) dijo que supo que la casa en la que se quedaban “Leytor” y “La Mona” era de una anciana a quien le decían “la canosa”, pero no conoce ese inmueble; viii) refirió que los ocupantes de esa vivienda no eran colaboradores de la guerrilla, que era un lugar de paso como cualquier otra de las casas de ese lugar; ix) indicó que no supo quien presenció la muerte de “Misifú”; x) advirtió que nunca anduvo con “Misifú” quien era un miliciano que trabajaba con “Leytor”, quien lo apoyaba en labores de comunicación; xi) no supo si “Misifú” permanecía armado, pero no cree que el día de su muerte portara algún arma; xi) dio a conocer que “Leytor” realmente respondía al nombre de Berlain de Jesús Chiquito Becerra, quien falleció de manera violenta, estando el declarante desmovilizado; xii) aseguró para esclarecer los hechos sólo puede hacer referencia a su experiencia y a las pruebas que tiene la FGN, pues a su modo de ver si una persona muere en combate debe portar un arma o tener munición a su alcance, pero en el caso concreto no se puede decir que la persona falleció en medio de un enfrentamiento combate sin que se muestren las armas, la munición, ni los heridos que resultaron en la contienda; xiii) de conformidad con la información que le suministró “Layton”, a “Misifú” no lo mataron en combate, por lo que su muerte resultó ser un “falso positivo”; ixx) dijo que la progenitora y la hermana “Misifú” podrían brindar información sobre el caso; y xx) finalmente afirmó que a “Misifú” lo encontraron en un lugar lejano a la casa donde esta “Leytor”, y que “lo movieron hasta allá”, por lo que consideró que se trató de un “falso positivo”. 








� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal, sentencia de 18 de marzo de 2009, Rad. 28860.


� Corte Constitucional, sentencia C-04 de 2003. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de 31 de agosto de 2011, Radicado No. 35907


� En la sentencia C- 04 de 2003, al emprender un juicio de constitucionalidad de la causal tercera de revisión de la Ley 600 de 2000 ( la procedencia de la revisión penal por el surgimiento de hechos y pruebas nuevas) la Corte efectuó un detenido ejercicio de ponderación orientado a permitir la armónica convivencia de los principios del non bis in idem , con los imperativos de investigación en los delitos que configuran violaciones de derechos humanos e infracciones graves al derecho internacional humanitario, los derechos de las víctimas de estos ilícitos, y el deber de las autoridades de asegurar la vigencia de un orden justo, culminando su análisis con la conclusión de autorizar, en forma excepcional, la inaplicación del non bis in idem, respecto de los sentenciados por los delitos que entrañen violación de derechos humanos y del derecho internacional humanitarios, condicionando tal posibilidad al pronunciamiento de una instancia judicial nacional , o de una internacional de supervisión y control de derechos humanos que determine un protuberante incumplimiento del Estado colombiano de su deber de investigar seria e imparcialmente estos hechos.


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal, auto de 1 de abril de 2009, Radicado 30689
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